
 
 
 
SENTENCIA DEL 30 DE SEPTIEMBRE DE 2022, NÚM. SCJ-TS-22-1014
 
Sentencia impugnada:Cuarta Sala Liquidadora del Tribunal Superior Administrativo, del 4 de febrero de 2022.
 
Materia:Contencioso-Administrativo.
 
Recurrente:Ministerio de Relaciones Exteriores (Mirex).
 
Abogados:Licdos. José Ramón Frías López, Cristino Cabrera Encarnación y Rafael Morillo Camilo.
 
Recurrido:
 
Abogado:Dr. Tamayo J. S. Tejada Ventura.
 
Juez ponente:Rafael Vásquez Goico.
 
Decisión: Rechaza.
 
 
 
EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA
 
 La Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia, actuando como corte de casación, competente para conocer
las materias de tierras, laboral, contencioso administrativo y Contencioso-Tributario., regularmente constituida
por los magistrados Manuel Alexis Read Ortiz, presidente, Manuel R. Herrera Carbuccia, Moisés A. Ferrer
Landrón, Anselmo Alejandro Bello F. y Rafael Vásquez Goico, jueces miembros, asistidos por la secretaria de
la Sala, en la sede de la Suprema Corte de Justicia, ubicada en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
en fecha 30 de septiembre de 2022, año 179° de la Independencia y año 160° de la Restauración, dicta en
audiencia pública, la siguiente sentencia: 
 
Apoderada del recurso de casación interpuesto por el Ministerio de Relaciones Exteriores (Mirex), contra la
sentencia núm. 0030-1642-2022-SSEN-00056, de fecha 4 de febrero de 2022, dictada por la Cuarta Sala
Liquidadora del Tribunal Superior Administrativo, cuyo dispositivo figura copiado más adelante.
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I. Trámites del recurso
 
1.El recurso de casación fue interpuesto mediante memorial depositado en fecha 6 de mayo de 2022, en la
secretaria general de la Suprema Corte de Justicia, suscrito por los Lcdos. José Ramón Frías López, Cristino
Cabrera Encarnación y Rafael Morillo Camilo, dominicanos, titulares de las cédulas de identidad y electoral
núms.   y  con estudio profesional, abierto en común, en la
consultoría jurídica de su representado Ministerio de Relaciones Exteriores (Mirex), institución del gobierno
central con su sede en la   Estancia 

 Santo Domingo, Distrito Nacional, representada por su ministro  dominicano,
poseedor de la cédula de identidad y electoral núm.  del mismo domicilio de su representado.
 
2.La defensa al recurso de casación fue presentada mediante memorial depositado en 22 de junio de 2022, en la
secretaría general de la Suprema Corte de Justicia, suscrito por el Dr. Tamayo J. S. Tejada Ventura,
dominicano, tenedor de la cédula de identidad y electoral núm.  con estudio profesional abierto
en la   Santo Domingo, Distrito Nacional, actuando
como abogado constituido de  dominicano, portador de la cédula de identidad y electoral
núm.  domiciliado y residente en Santo Domingo, Distrito Nacional. 
 
3.Mediante dictamen de fecha 25 de julio de 2022, suscrito por la Lcda. Ana María Burgos, la Procuraduría
General de la República estableció que procede acoger el presente recurso de casación.
 
4.La audiencia fue celebrada por esta Tercera Sala, en atribuciones contencioso administrativas, en fecha 24 de
agosto de 2022, integrada por los magistrados Manuel Alexis Read Ortiz, presidente, Manuel R. Herrera
Carbuccia y Anselmo Alejandro Bello F., jueces miembros, asistidos por la secretaria y el alguacil de estrado.
 
II. Antecedentes
 
5.En fecha 26 de agosto del año 2004, el señor  fue designado mediante decreto núm.
1028-04, emitido por el Poder Ejecutivo, Vicecónsul de la República Dominicana en la ciudad de Nueva York,
Estados Unidos de Norteamérica; posteriormente en fecha 7 de enero del año 2009, fue confirmado en su
posición mediante decreto núm. 23-09, emitido por el Poder Ejecutivo; luego, en fecha 23 de agosto de 2020,
mediante el decreto ejecutivo núm. 585-20, fue derogado el artículo 8 del decreto núm. 1028-04, de fecha 26 de
agosto del año 2004, que designaba al señor  como consejero de la Misión Permanente
de la República Dominicana ante la Organización de las Naciones Unidas (ONU).
 
6.Inconforme con la decisión el señor  interpuso en fecha 28 de enero de 2021, un recurso
contencioso administrativo en procura de que sea declarada la nulidad del decreto núm. 510/2020, que se
ordenara su reintegro, el pago de los salarios dejados de pagar desde el momento de su desvinculación y el pago
de una indemnización por los daños y perjuicios sufridos, dictando la Cuarta Sala Liquidadora del Tribunal
Superior Administrativo, la sentencia núm. 0030-1642-2022-SSEN-00056, de fecha -4 de febrero de 2022,
objeto del presente recurso de casación y que textualmente dispone lo siguiente:
 
PRIMERO: RECHAZA la excepción de incompetencia planteada por la parte recurrida, MINISTERIO DE
RELACIONES EXTERIORES, (MIREX), conforme a las razones antes indicadas. SEGUNDO: DECLARA
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bueno y válido, en cuanto a la forma, el Recurso Contencioso Administrativo incoado en fecha 28 de enero del
año 2021, por el señor  contra la PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA y el
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES (MIREX), por cumplir con los requisitos legales previstos
para la materia. TERCERO: ACOGE, en cuanto al fondo, el indicado Recurso Contencioso Administrativo
interpuesto por el señor  conforme a los motivos expuestos en la parte
considerativa de la presente decisión y, en consecuencia, ORDENA que sea revocado el Decreto Ejecutivo núm.
585-20 de fecha 23 de Octubre 2020, dictado Ejecutivo únicamente en lo que respecta al recurrente, el señor

 y ORDENA al MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES (MIREX), el
reintegro del señor  a su puesto de trabajo como Ministro Consejero de la
Misión Permanente de la República Dominicana ante la Organización de las Naciones Unidas (ONU), y que
sean pagados los salarios dejados de percibir desde el 23 de octubre del año 2020, hasta que se haga efectivo
dicho reintegro. CUARTO: RECHAZA la solicitud de indemnización en daños y perjuicios planteada por la
parte recurrente, conforme a los motivos expuestos. QUINTO: DECLARA compensadas las costas del presente
proceso. SEXTO: ORDENA que la presente sentencia sea comunicada vía Secretaria del Tribunal, a las partes
envueltas en el presente proceso, así como al Procurador General Administrativo. SÉPTIMO: ORDENA que la
presente sentencia sea publicada en el Boletín del Tribunal Superior Administrativo (sic).
 
III. Medios de casación
 
7.La parte recurrente invoca en sustento de su recurso de casación los siguientes medios: “Primer medio: Falta
de aplicación de los artículos 184,185 y 128 de la Constitución; 36 y 51 de la Ley 137-11 y 31 de la Ley 1494
que crea y regula el Tribunal Superior Administrativo. Inobservancia y falta de aplicación de los artículos 109
de la Constitución; 1 de Código Civil y 5 de la Ley 13-07 y 20 de la Ley 107-13 sobre los derechos de las
Personas en sus Relaciones con la Administración y Procedimientos Administrativo. Segundo medio:
Contradicción en los motivos y dispositivos de la sentencia recurrida” (sic).
 
IV. Consideraciones de la Tercera Sala, después de deliberar 
 
Juez ponente: Rafael Vásquez Goico  
 
8.De conformidad con lo que establece la Constitución de la República, el artículo 9 de la Ley núm. 156-97, de
fecha 10 de julio de 1997, que modificó la Ley núm. 25-91, de fecha 15 de octubre de 1991, Orgánica de la
Suprema Corte de Justicia y el artículo 1° de la Ley núm. 3726-53, del 29 de diciembre de 1953, sobre
Procedimiento de Casación, modificada por la Ley núm. 491-08, del 19 de diciembre de 2008, esta Tercera Sala
es competente para conocer del presente recurso de casación. 
 
9.Para apuntalar su primer medio de casación propuesto, la parte recurrente alega, en esencia, que planteó ante
los jueces del fondo una excepción de incompetencia fundamentada en que la desvinculación de la recurrente en
primer grado se produjo mediante decreto emitido por el presidente de la República amparado en las facultades
constitucionales, conforme establece el artículo 128 numeral 3) literal a) de la Constitución, disposición que no
indica que el presidente de la República tenga que motivar su actuación ni condiciona el dictado del decreto a
ningún requisito a observar a pena de nulidad; siendo así las cosas, ninguna norma adjetiva puede disponer lo
contrario de lo establecido en la Constitución, y el hecho de que un servidor público haya sido incorporado a la
carrera diplomática o a una especial no limita al presidente en el ejercicio de sus funciones, que al solicitar la
recurrente primigenia la declaratoria de nulidad del decreto que ordena su desvinculación por entender que no
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cumple con las exigencias de la Constitución y la ley, la competencia para conocer el asunto corresponde al
Tribunal Constitucional en aplicación al control concentrado de constitucionalidad para el cual se encuentra
facultado, puesto que, erróneamente se intenta mediante un recurso contencioso administrativo una acción
directa de inconstitucionalidad, vulnerando con ello el artículo 184 de la Carta Sustantiva, en vista de que los
tribunales del Poder Judicial solo pueden aplicar el control difuso ante la invocación de que una norma
contraviene la Constitución, lo que ocurre con el decreto por provenir de la máxima autoridad del Poder
Ejecutivo, en vista de que, el constituyente no quiere que un miembro menor del Poder Judicial determine la
suerte constitucional de un acto emanado por otro poder del Estado. 
 
10.De igual manera, indica la parte recurrente que el tribunal a quo no cumple con el mandato establecido en el
artículo 31 de la Ley núm. 1494-47, ante la invocación de la excepción de incompetencia planteada por el
Ministerio de Relaciones Exteriores (Mirex), que se planteó ante los jueces del fondo un medio de inadmisión
fundamentado en el vencimiento del plazo para recurrir ante la jurisdicción contencioso administrativa, regido
por el artículo 5 de la Ley núm. 13-07, ya que el señor  acudió ante el tribunal a quo
transcurridos más de 2 meses de su desvinculación en fecha 23 de octubre de 2020, cuando fue emitido el
decreto, siendo este el punto de partida para el inicio del plazo, conforme dispone el artículo 1 del Código Civil,
al no aplicar las normas señaladas en relación al medio de inadmisión planteado el presente recurso de casación
debe ser acogido.    
 
11.Para fundamentar su decisión, el tribunal a quo expuso los motivos que se transcriben a continuación:  
 
“... COMPETENCIA. En fecha 13 de junio del año 2015 fue promulgada nuestra Constitución Política en sus
artículos 164 y 165 instituye la Jurisdicción Contenciosa Administrativa y   crea los tribunales Superiores
Administrativos, disponiendo en su Título XV de las disposiciones Generales Transitorias, capítulo II,
Disposiciones Transitoria VI, que el Tribunal Contencioso Administrativo y Tributario existente pasará a ser
Tribunal Superior Administrativo creado por esta Constitución. 2. Este tribunal se encuentra apoderado de un
Recurso Contencioso Administrativo, interpuesto por la señora  contra la
Presidencia de la República Dominicana y Ministerio de Relaciones Exteriores, (MIREX), siendo competente
este  Tribunal Superior Administrativo para conocer, deliberar y fallar este proceso, de acuerdo con las
disposiciones establecidas en nuestra Constitución, la Ley núm.1494 que instituye la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, la Ley núm. 13-07 sobre Transición hacia el Control Jurisdiccional de la Actividad del Estado y
la Ley núm. 125-01, Ley General de Electricidad y sus modificaciones. 3. Previo a estatuir sobre el fondo, el
Tribunal procederá a analizar y decidir sobre las conclusiones incidentales planteadas por la parte recurrida, el
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES(MIREX), contra el presente Recurso Contencioso
Administrativo, en cumplimiento de las disposiciones de los artículos 44 y siguientes de la Ley núm. 834 del 15
de julio de 1978.4. El MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, (MIREX), invocó la  excepción de
incompetencia en razón de la materia de este tribunal, para conocer de la presente acción o recurso, que
persigue declarar nulo el Decreto Ejecutivo núm. 585-20 de fecha 23 de Octubre 2020, dictados por el Poder
Ejecutivo, a través de los cuales fue desvinculada la recurrente, indicando que este tribunal debe declararse
incompetente en razón de la materia, y declinarlo al Tribunal Constitucional, por  ser  la  jurisdicción
competente, conforme a los  artículos 184, 185  y  188 de la Constitución Dominicana; 36 y 51 de la Ley núm.
137-11, Orgánica del Tribunal Constitucional y los Procedimientos Constitucionales; 1,2,3 y 4 y la Ley núm.
834 del 15 de julio del 1978.5. La parte recurrente, mediante escrito de réplica al escrito de defensa de la parte
recurrida, depositado ante este Tribunal en fecha 14 de diciembre del año 2021, solicita que sean rechazados
todos los incidentes planteados por el Ministerio de Relaciones Exteriores, (MIREX), así como por la
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Procuraduría General Administrativa, toda vez que el Tribunal Superior Administrativo es el tribunal
competente para reintegrar y revocar un acto administrativo que no cumpla con el debido proceso de Ley.6. En
ese sentido, del estudio del expediente en cuestión se puede observar que el señor 

 solicita la revocación y, en consecuencia, nulidad del decreto que contiene su desvinculación, de lo
que se desprende que, en suma, la parte recurrente ha apoderado a este Tribunal de un control de legalidad de
actos administrativos, que fueron dictados en el ejercicio de sus facultades por la Administración Pública, en la
especie, un acto administrativo donde se ha plasmado la voluntad unilateral de la  autoridad administrativa, a
través de un decreto que contiene efectos particulares.7. Así las cosas, siendo de principio legal que todo
Tribunal apoderado de un asunto deba determinaren primer lugar su competencia, por lo tanto y previo estudio
del caso, se ha comprobado que se tratade un Recurso sobre materia Contencioso Administrativa, motivo por el
cual procede rechazar la excepción de incompetencia planteada por la parte recurrida, MINISTERIO DE
RELACIONESEXTERIORES (MIREX) y declarar, como al efecto declaramos, la competencia, del Tribunal
Superior Administrativo para conocer, deliberar y fallar el mismo de acuerdo con las disposiciones del artículo l
de la Ley núm. 1494 de fecha 9/8/1947, G.O. 6673 y del artículo 165, en su numeral 2de la Constitución
Política Dominicana, del artículo 1, párrafo I de la Ley 13-07, de Transición hacia el Control Jurisdiccional de
la Actividad del Estado de fecha 05 de febrero del año 2007 y la Ley 41 -08 sobre Función Pública de fecha 16
de enero de 2008.EN CUANTO AL MEDIO DE INADMISION POR EXTEMPORANEEDAD DEL
RECURSO8. En tal sentido, el artículo 44 de la Ley núm. 834 del 15 de julio de 1978, expresa que:
“”Constituye una inadmisibilidad todo medio que tienda a hacer declarar al adversario inadmisible en su
demanda, sin examen al fondo, por falta de derecho para actuar, tal como la falta de calidad, la falta de interés,
la prescripción, el plazo prefijado, la cosa juzgada”, siendo criterio de nuestra Suprema corte de Justicia que los
fines de inadmisión establecidos en dicho artículo no son limitativos, sino meramente enunciativos, es decir,
que las inobservancias a cuestiones formales en la interposición del recurso fundada en argumentos y pruebas
fehacientes podrían dar curso a la inadmisión delmismo.9. La precitada Ley en su artículo 45 que “”las
inadmisibilidades pueden ser propuestas en todo estado de causa, salvo la posibilidad para el juez de condenar a
daños y perjuicios a los que se hayan abstenido, con intención dilatoria, de invocarlos con anterioridad.”. Que,
de igual forma, el artículo46 expresa que las inadmisibilidades deben ser acogidas sin que el que las invoca
tenga que justificar un agravio y aun cuando la inadmisibilidad no resultare de ninguna disposición expresa. ()
12. Que el artículo 139 del decreto núm. 523-09 que aprueba el Reglamento de Relaciones Laborales en la
Administración Pública dispone que Toda acción en base al presente Reglamento, salvo lo dispuesto en materia
disciplinaria y de período de prueba, solo podrá ser ejercida válidamente dentro del plazo de seis (6) meses, a
partir del día de haberse producido el hecho o la omisión que dé lugar a ella. No obstante, el referido decreto
núm. 523-09 dispone en su artículo 140 que “los plazos para el ejercicio de los recursos administrativos v
jurisdiccionales, así como la instancia conciliatoria, serán los establecidos en los Artículos 72 v siguientes de la
Lev. 13. En virtud de lo anterior, el decreto núm. 523-09, que aprueba el Reglamento de Relaciones Laborales
en la Administración Pública no remite a los funcionarios o servidores públicos que tengan REPÚBLICA
DOMINICANAPODER JUDICIALTRIBUNAL SUPERIOR ADMINISTRATIVOCUARTA SALA
LIQUIDADORA la intención de interponer un recurso contencioso administrativo a la sujeción de lo dispuesto
en el artículo 139, sino a las disposiciones señaladas en la Ley de Función Pública, núm. 41-08. En este orden,
el artículo 75 de la Ley de Función Pública, núm. 41-08, estipula que “después de agotado los recursos
administrativos indicados en la presente ley, el servidor público afectado por una decisión administrativa podrá
interponer el recurso contencioso administrativo por ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa. Este
recurso deberá ser interpuesto dentro de los treinta (30) días francos, contados a partir de la fecha de recepción
de la decisión que resuelva el recurso jerárquico o de la fecha en que se considere confirmada la decisión
recurrida”.14. Que el artículo 5 de la Ley núm. 13-07 de fecha 5 de febrero de 2007, sobre transición hacia el
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control de la actividad administrativa del Estado, dispone que: “el plazo para recurrir por ante el Tribunal
Contencioso-Tributario. y Administrativo, será de treinta (30) días a contar del día en que el recurrente reciba la
notificación del acto recurrido... .15. Que el artículo 12 de la Ley núm. 107-13 dispone sobre la eficacia de los
actos administrativos. Los actos administrativos que otorguen beneficios a las personas se entienden eficaces a
partir de la fecha de su emisión. La eficacia de los actos que afecten desfavorablemente a terceros requerirá la
notificación a los interesados del texto íntegro de la resolución y la indicación de las vías y plazos para
recurriría. La Administración deberá acreditar el intento diligente de notificación en el lugar indicado por el
interesado antes de dar por cumplido este trámite.16. Que ha sido decidido por la Suprema Corte de Justicia
que, de acuerdo con el principio de eficacia de los actos administrativos, contemplado por el artículo 12 de la
ley indicada, la eficacia de los actos administrativos que afecten desfavorablemente a terceros requerirá la
notificación a los interesados del texto íntegro de la resolución y la indicación de las vías y plazos para
recurriría. (Sentencia No.033-2020-SSEN-01016 de fecha 16 de diciembre de 2020).17. Que éste Tribunal ha
verificado que la desvinculación el señor  no cumplió con los requisitos de
eficacia establecidos en la Ley núm. 107-13, toda vez que, como acto desfavorable, no se indica la vía ni el
plazo para su impugnación, por lo que, en vista de esta omisión, la parte recurrente podía interponer su recurso
ante este tribunal sin plazo preclusivo, por loque se rechaza este medio de inadmisión sin necesidad de hacerlo
constar en la parte dispositiva de esta decisión...” (sic).        
 
12.En el caso que nos ocupa, la administración manifiesta que, por tratarse el acto atacado de un decreto
emanado de la máxima autoridad del Poder Ejecutivo, no existe disposición alguna que obligue a que sea
proveído de la correspondiente motivación.  Además, sostiene que su control en derecho solo puede ser ejercido
por el Tribunal Constitucional, en aplicación del control concentrado de constitucionalidad.   
 
13.Sobre la clasificación del decreto núm. 585-20, de fecha 23 de octubre de 2020, es necesario puntualizar que,
de conformidad con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, “un decreto es un acto administrativo que
emana directamente de la máxima representación del Poder Ejecutivo –el Presidente o la Presidenta de la
República– y que, dependiendo del alcance de sus efectos, se clasificarán en: 1) actos administrativos
normativos, de efectos generales, si bien conviene precisar que no todo acto administrativo de efectos generales
es un acto normativo; y 2) actos administrativos no normativos, de efectos particulares. El decreto es la
resolución que dicta el Poder Ejecutivo por estar investido de autoridad en el ejercicio de sus funciones, sobre
un asunto de su competencia. Por su propia sustancia, implica el poder de decidir, mandar, fallar u ordenar, que
puede manifestarse en un acto de autoridad ejecutiva como expresión general o particular de la actividad
administrativa. Es un acto administrativo, ya que se trata de una resolución dictada por un órgano del Estado,
como lo es el Ejecutivo, en ejercicio de su competencia y que crea consecuencias jurídicas concretas que
pueden ser para un individuo en lo particular, o para un grupo de ellos, y que buscan un fin determinado de
interés público.
 
14.En una decisión más reciente el Tribunal Constitucional ratifica la jurisprudencia antes citada al exponer lo
siguiente: ... 10.10. De lo anterior, se puede establecer que el decreto impugnado mediante la presente acción
directa en inconstitucionalidad, constituye un acto administrativo y de efecto concreto, en razón de que a través
de dicho decreto lo que se dispuso fue el retiro por jubilación y pensión por antigüedad de varios empleados del
Ministerio de Educación; en tal sentido, no puede ser considerado como un acto normativo y de alcance general,
pues solo surte efectos jurídicos para ese grupo de profesores que fueron jubilados y pensionados mediante el
referido decreto 
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15. Como colofón sobre el tema tratado el Tribunal Constitucional señaló que ... Los actos administrativos de
efectos particulares y que sólo inciden en situaciones concretas, deben ser tutelados mediante la acción en
amparo si se violan derechos fundamentales (Art. 75 de la Ley núm. 137-11) o por la jurisdicción contencioso-
administrativa en caso de violarse situaciones jurídicas o derechos no fundamentales dentro del ámbito
administrativo, estando la decisión final sujeta a un recurso de revisión constitucional de sentencias (Art. 53 de
la Ley núm. 137-11), por lo que no escapa en ningún caso al control de la justicia constitucional.  
 
16.De lo anterior se infiere que para el Tribunal Constitucional Dominicano un decreto de alcance particular e
individual, como el que nos ocupa en este proceso, es un acto administrativo cuyo control en derecho
(constitucional, legal o reglamentario) corresponde a la jurisdicción contenciosa administrativa.
 
17.En consonancia con las consideraciones previas y tras realizar el análisis de la decisión impugnada, esta
Tercera Sala ha podido constatar que el decreto núm. 585-20, de fecha 23 de octubre de 2020, constituye un
acto administrativo de efectos particulares, puesto que con su emisión se dispuso la desvinculación del señor

 por tanto, no puede ser considerado como un acto normativo y de alcance general que
deba ser sometido al control concentrado ante el Tribunal Constitucional, pues solo surte efectos para el referido
señor, quien acudió al Tribunal Superior Administrativo en procura de que la jurisdicción ejerza el control
jurisdiccional para el cual se encuentra facultado. 
 
18.El artículo 31 de la Ley núm. 1494-47 reza: “Cuando una parte alegue la incompetencia del Tribunal
Superior Administrativo, y esa parte sea la demandada, el tribunal dictará sentencia sobreyendo el caso y dentro
de los tres días se someterá la cuestión, por medio de una instancia, a la Suprema Corte de Justicia, la cual
deberá decidir sobre la cuestión de la competencia o incompetencia, previo dictamen del Procurador General de
la República, dentro de los quince días de recibir la instancia. El Secretario de la Suprema Corte comunicará la
sentencia, dentro de los tres días al Presidente del Tribunal Superior Administrativo, para los fines del lugar”. 
 
19.Respecto del argumento fundamentado en la vulneración del artículo 31 de la Ley núm. 1494-47, es
necesario indicar que el artículo 1 de la Ley núm. 13-07, señala: Se dispone que en lo sucesivo las competencias
del Tribunal Superior Administrativo atribuidas en la Ley No. 1494, de 1947, y en otras leyes, así como las del
Tribunal Contencioso Administrativo de lo Monetario y Financiero, sean ejercidas por el Tribunal Contencioso-
Tributario. instituido en la Ley 11-92, de 1992, el que a partir de la entrada en vigencia de la presente ley se
denominará Tribunal Contencioso-Tributario. y Administrativo. Párrafo: Extensión de Competencias.- El
Tribunal Contencioso-Tributario. y Administrativo tendrá competencia además para conocer: (a) de la
responsabilidad patrimonial del Estado, de sus organismos autónomos, del Distrito Nacional, de los municipios
que conforman la provincia de Santo Domingo, así como de sus funcionarios, por su inobservancia o
incumplimiento de las decisiones emanadas de autoridad judicial competente, que diriman controversias
relativas a actos inherentes a sus funciones ; (b) los actos y disposiciones de las corporaciones profesionales
adoptados en el ejercicio de potestades públicas; (c) los procedimientos relativos a la expropiación forzosa por
causa de utilidad pública o interés social; y (d) los casos de vía de hecho administrativa, excepto en materia de
libertad individual. 
 
20.En ese tenor, el artículo 165 de la Constitución, dispone: Son atribuciones de los tribunales superiores
administrativos, sin perjuicio de las demás dispuestas por la ley, las siguientes  3) Conocer y resolver en primera
instancia o en apelación, de conformidad con la ley, las acciones contencioso administrativas que nazcan de los
conflictos surgidos entre la Administración Pública y sus funcionarios y empleados civiles ... 

PER1



 
21.De la interpretación armónica de los textos precitados, se infiere que tanto la Ley núm. 13-07, como la
Constitución, modificaron las disposiciones contenidas en la Ley núm. 1494-47, en lo concerniente a la
competencia del Tribunal Superior Administrativo, ámbito competencial que no podría ser abordado por este
órgano jurisdiccional si se aplicara la inconstitucional norma del artículo 31 de la ley 1494-47, que obliga al
Tribunal Superior Administrativo a sobreseer todas las solicitudes de incompetencia para ser decididas por la
Suprema Corte de Justicia.
 
22.Impedir que el TSA conozca de toda solicitud de incompetencia formulada por la parte demandada, para que
dicho incidente sea fallado por la Suprema Corte de Justicia, implicaría vaciar de contenido todo el artículo 69
de la Constitución vigente, referente al debido proceso de ley, específicamente en lo que se refiere al derecho
fundamental a un proceso sin dilaciones indebidas.  Es que el tiempo que tardaría tramitar el incidente en
cuestión para que la Suprema Corte de Justicia lo decida podría provocar la impartición de una justicia tardía e
inoportuna, asimilable a una injusticia o a una decisión carente de objeto o eficacia real.  
 
23.En ese sentido, considera esta Tercera Sala que, al conocer y fallar en la decisión impugnada la referida
excepción de incompetencia, los jueces del fondo han aplicado el principio de celeridad o de no dilaciones
indebidas para el conocimiento y fallo de los procesos, el cual es integrante del Derecho Fundamental a la
Tutela Judicial Efectiva previsto en el artículo 69 de la Constitución.  
 
24.Lo anterior en vista de que el citado artículo 31 de la Ley núm. 1494-47, ordena que el juez sobresea siempre
cualquier pedimento de incompetencia ante la jurisdicción contencioso administrativa, situación contraria al
referido derecho fundamental a las no dilaciones indebidas establecido en el artículo 69.2 de la Constitución.
Por esa razón dicho texto resulta inaplicable al caso concreto en atención a las disposiciones del artículo 188 de
la Constitución como correctamente hicieron los jueces que dictaron el fallo atacado.  
 
25.En lo tocante al planteamiento de inadmisibilidad del recurso contencioso administrativo, sustentado en la
vulneración de los artículos 1 del Código Civil, 20 y 53 de la Ley núm. 107-13, y 5 de la Ley núm. 13-07, esta
corte de casación ha podido observar que los jueces del fondo apoyaron su decisión en las disposiciones del
artículo 12 de la Ley núm. 107-13, el cual versa sobre la eficacia del acto administrativo. 
 
26.Sobre la eficacia de los actos administrativos, la Ley núm. 107-13, señala en su artículo 12, que los actos
administrativos que otorguen beneficios a las personas se entienden eficaces a partir de la fecha de su emisión.
La eficacia de los actos que afecten desfavorablemente a terceros requerirá la notificación a los interesados del
texto íntegro de la resolución y la indicación de las vías y plazos para recurrirla. La Administración deberá
acreditar el intento diligente de notificación en el lugar indicado por el interesado antes de dar por cumplido este
trámite  
 
27.Los requisitos a los que se refiere el tribunal a quo tienen como finalidad poner en conocimiento de los
perjudicados la actuación o acto administrativo, o bien dar apertura a los plazos para atacar o ejercer el derecho
fundamental a la defensa contra de determinada actuación, situación que queda cubierta con el reconocimiento
expreso y sin reservas de la existencia del acto de que se trata, así como su contenido material, todo relacionado
con el aspecto no contradictorio de su naturaleza.  
 
28.Por lo antes indicado y en vista de que el fundamento del rechazo del medio de inadmisión consistió en que



no se aportaron ante el tribunal a quo elementos probatorios que demostraran la existencia de la notificación de
la desvinculación del  servidor público recurrido, este tenía abierto el plazo para interponer su recurso
contencioso administrativo, tal y como indicaron los jueces del fondo por tratarse de un acto desfavorable, sin
que pueda endilgarse en su contra la vulneración los artículos 1 del Código Civil, 20 y 53 de la Ley núm. 107-
13, y 5 de la Ley núm. 13-07, o su errónea aplicación, razones por las cuales se rechaza el medio analizado. 
 
29.Para apuntalar su segundo medio de casación, la parte recurrente alega, en esencia, que el tribunal a
quo incurrió en una contradicción entre los motivos que sustentan la decisión y su dispositivo, cuando dice lo
siguiente: “31. Que apegado a los textos legales citados, este tribunal ha podido determinar que el recurrente el
señor  acordes con las funciones desempeñadas como Vicecónsul del Consulado de la
República Dominicana en New York, este pertenece a la clasificación ofrecida por el citado artículo 19 de la ley
41-08, para los empleados de libre nombramiento y remoción, por lo que, esta consideración es suficiente para
que el Tribunal Superior Administrativo proceda a rechazar la pretensión de la parte recurrente, el señor 

 de declarar la nulidad del decreto núm. 585-2020, de fecha 13 del mes de octubre del año dos
mil veinte (2020), el reintegro de este a las mismas funciones y el pago de los salarios y beneficios dejados de
percibir por este” y concluye contradictoriamente cuando dice en la página 11 de 14 numeral 31 lo
siguiente:”31. Que apegado a los textos legales citados, este tribunal ha podido determinar que el recurrente el
señor  acordes con las funciones desempeñadas como Vicecónsul del Consulado de la
República Dominicana en New York, este pertenece a la clasificación ofrecida por el citado artículo 19 de la ley
41-08, para los empleados de libre nombramiento y remoción, por lo que, esta consideración es suficiente para
que el Tribunal Superior Administrativo proceda a rechazar la pretensión de la parte recurrente, el señor 

 de declarar la nulidad del decreto núm. 585-2020, de fecha 13 del mes de octubre del año dos
mil veinte (2020), el reintegro de este a las mismas funciones y el pago de los salarios y beneficios dejados de
percibir por este”, con lo que se evidencia la contradicción alegada, por lo que concluye solicitando la casación
de la sentencia que se impugna.  
 
30.Para fundamentar su decisión, el tribunal a quo expuso en la página 15 de 18 de la sentencia que se impugna,
considerando 41, lo que se transcribe a continuación:  
 
“Se desprende que en el caso de la parte recurrente, señor  no concurrieron
ninguno de los preceptos anteriores y se afirma que su destitución debió estar precedida del debido proceso, en
caso de que se le imputaran faltas de cualquier grado o de la aprobación del Consejo de Carrera, como le
correspondía por ostentar el cargo de carrera diplomática otorgado por las disposiciones de las Leyes núm. 314
de 1964 y 360-16, por lo que este Colegiado se dispone a ACOGER el presente Recurso Contencioso
Administrativo incoado por el señor  en fecha 28 de enero del año 2021, y en
consecuencia, ORDENA que sea revocado parcialmente el Decreto Ejecutivo núm. 585-20 de fecha 23 de
Octubre2020, dictado por el Poder Ejecutivo, en lo que respecta al recurrente y, de igual forma, ORDENA al
Ministerio DE RELACIONES EXTERIORES (MIREX) que el señor  sea
reintegrado a su puesto de trabajo como Consejero de la Misión Permanente de la República Dominicana frente
a la Organización de las Naciones Unidas (ONU) y que sean pagados al mismo los salarios dejados de percibir
desde el 23 de octubre del año 2020 hasta que se haga efectivo el referido reintegro” (sic) 
 
31. Más adelante, el tribunal a quo, concluye en su parte dispositiva ordenando lo siguiente:   
 
“SEGUNDO: ACOGE en cuanto al fondo el indicado recurso contencioso administrativo interpuesto por
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 conforme a los motivos expuestos en la parte considerativa de la presente
decisión y, en consecuencia, ORDENA que sea revocado el Decreto Ejecutivo núm. 585-20, de fecha 23 de
octubre de 2020, dictado por el Poder Ejecutivo únicamente en lo que respecta al recurrente, el señor 

 y ORDENA al MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES (MIREX), el reintegro
del señor  a su puesto de trabajo como Ministro Consejero de la Misión
Permanente de la República Dominicana ante la Organización de las Naciones Unidas (ONU), y que sean
pagados los salarios dejados de percibir desde el 23 de octubre del año 2020, hasta que se haga efectivo dicho
reintegro.” (sic). 
 
32.Esta Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia ha sostenido, como criterio constante que para que el vicio
de contradicción de motivos quede caracterizado es necesario que exista una verdadera y real incompatibilidad
entre las motivaciones alegadamente contradictorias, fueran estas de hecho o de derecho, o entre estas y el
dispositivo u otras disposiciones de la sentencia; y, además, que la contradicción sea de tal naturaleza que no
permita a la Suprema Corte de Justicia suplir esa motivación con otros argumentos, tomando como base las
comprobaciones de hecho que figuran en la sentencia impugnada, de forma tal que se aniquilen entre sí y se
produzca una carencia de motivos; de manera que la contradicción de motivos puede existir tanto entre los
razonamientos justificativos de la decisión como entre estos y el dispositivo de dicho acto jurisdiccional.    
 
33.Del estudio del expediente conformado en ocasión del presente recurso de casación, esta Tercera Sala,
actuando como corte de casación, entiende que, contrario a lo alegado por la parte hoy recurrente, no existe
contradicción alguna entre los motivos dados en la sentencia que se impugna y su dispositivo.
 
34. Lo anterior en vista de que, tal y como quedó determinado por los jueces del fondo, la desvinculación del
hoy recurrido sustentada en una falta cometida en el ejercicio de sus funciones debió estar precedida de un
debido proceso, dada la condición de empleado de la carrera diplomática que investía al servidor público en
cuestión.
 
35.Que, al no ser comprobada la existencia del debido proceso, tal y como se lleva dicho, los jueces del fondo
actuaron de manera correcta acogiendo el recurso contencioso bajo examen, declarando la nulidad del Decretó
núm. 585-202 en lo que respecta al señor  y, en consecuencia, ordenaron su reintegro y el pago
de los salarios dejados de percibir desde su desvinculación.
 
36.Al tenor de la consideración anterior resulta evidente que el tribunal a quo, al momento de analizar el fondo
del asunto del cual estaba apoderado y decidirlo no incurrió en el alegado vicio de contradicción entre los
motivos y el dispositivo, por lo que se rechaza el medio que se examina.      
 
37.Finalmente, el estudio general de la sentencia impugnada pone de manifiesto que el tribunal a quo hizo una
correcta interpretación del derecho, exponiendo motivos suficientes y congruentes, que justifican la decisión
adoptada, lo que ha permitido a esta Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia, actuando como corte de
casación, verificar que el fallo impugnado no incurre en los vicios denunciados por la parte recurrente en los
argumentos examinados, por lo que rechaza el presente recurso de casación.  
 
38. De acuerdo con lo previsto por el artículo 60, párrafo V de la Ley núm. 1494-47 de 1947, aún vigente en
este aspecto, en el recurso de casación, en materia contencioso administrativa, no ha lugar a la condenación en
costas, lo que aplica en el caso.   
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V. Decisión  
 
La Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia, de conformidad con la Constitución de la República, la norma
legal aplicada al caso, la doctrina jurisprudencial observada y sobre la base de los motivos expuestos, dicta por
autoridad y mandato de la ley la siguiente decisión:  
 
FALLA  
 
ÚNICO: RECHAZA el recurso de casación interpuesto por el Ministerio de Relaciones Exteriores (Mirex),
contra la sentencia núm. 0030-1642-2022-SSEN-00056, de fecha 4 de febrero de 2022, dictada por la Cuarta
Sala Liquidadora del Tribunal Superior Administrativo, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo. 
 
Firmado: Manuel Alexis Read Ortiz, Manuel R. Herrera Carbuccia, Moisés A. Ferrer Landrón, Anselmo
Alejandro Bello F. y Rafael Vásquez Goico.
 
César José García Lucas, secretario general de la Suprema Corte de Justicia, CERTIFICO que la sentencia que
antecede ha sido dada y firmada por los jueces que figuran en ella y fue leída en la audiencia pública en la fecha
en ella indicada.      
 
César José García Lucas, Secretario general.
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